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Sentencia del Tribunal Constitucional 12/2023, de 6 de marzo de 2023. 
Recurso de amparo 163-2020

atribucióN del uso de la vivieNda familiar existieNdo hiJos mayores de edad

El objeto principal del recurso de amparo se centra en determinar si, desde la pers-
pectiva del deber de motivación reforzada por su afectación al derecho a la protección 
familiar (art. 39 Ce), la decisión judicial de declarar extinguido el derecho de uso de 
sus hijas sobre la vivienda familiar por haber alcanzado la mayoría de edad vulnera el 
derecho a la tutela judicial efectiva de la demandante (art. 24.1 Ce).

Señala el Tribunal Constitucional que, como ya ha referido en la stC 113/2021, de 
31 de mayo, el derecho a la tutela judicial efectiva comprende el derecho a obtener de 
los órganos judiciales una resolución motivada, fundada en Derecho y congruente con 
las pretensiones oportunamente deducidas por las partes. Esta obligación, aparte de 
venir impuesta en el art. 120.3 Ce, es una exigencia derivada del art. 24.1 Ce con el fin 
de que se puedan conocer las razones de la decisión posibilitando su control mediante 
el sistema de los recursos y como garantía frente a la arbitrariedad e irrazonabilidad. 
Esto implica que la resolución ha de contener los elementos y razones de juicio que 
permitan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que fundamentan la decisión 
y que la motivación esté fundada en Derecho. Ello se traduce en que no es aceptable 
una resolución judicial de carácter meramente discrecional, sino que el deber de fun-
damentación de estas resoluciones judiciales requiere la ponderación de las circuns-
tancias individuales de cada uno de los miembros que componen el núcleo familiar y 
de las necesidades de la propia familia consideradas en sí mismas, así como de los 
valores y bienes jurídicos comprometidos en la decisión, teniendo en cuenta la finalidad 
principal de la institución. En particular, las decisiones sobre adjudicación del derecho 
de uso de la vivienda familiar, una vez alcanzada la mayoría de edad de los hijos, que 
es lo que motivó la constitución legal de tal derecho a su favor, deben inspirarse en el 
interés más digno de protección, para lo que juega un papel indispensable la capaci-
dad económica de las personas concernidas con la decisión.

Sentado lo anterior, considera el Tribunal Constitucional que ningún reproche cabe 
hacer a las sentencias impugnadas, en tanto no solo encuentran su apoyo legal en la 
propia dicción del art. 96.3 CC, en su redacción anterior a la reforma introducida por la 
Ley 8/2021, de 2 de junio, en la que se disponía que, en caso de que no existieran hijos 
en el matrimonio, podía acordarse el uso de la vivienda familiar por tiempo limitado al 
cónyuge no titular de la misma, «siempre que atendidas las circunstancia, lo hicieran 
aconsejable y su interés fuera el más necesitado de protección», sino que aplican la 
doctrina asentada por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, que ha venido asimilan-
do la situación del cónyuges sin hijos a los del cónyuge con hijos mayores de edad, 
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como sucede en el presente caso (vid. GarCía Mayo, M. 2019: Vivienda familiar y crisis 
de pareja: régimen jurídico. Madrid: Reus, 77 y ss. y 438 y ss.).

Es más, tal y como refiere la propia sentencia comentada, si alguna duda pudiera 
haber surgido respecto al modo adecuado de interpretar el art. 96 CC, tras la entrada 
en vigor de la citada Ley 8/2021, han quedado disipadas por el propio legislador, por 
cuanto en su primer párrafo ordena que «en defecto de acuerdo de los cónyuges 
aprobado por la autoridad judicial, el uso de la vivienda familiar y de los objetos de uso 
ordinario de ella corresponderá a los hijos comunes menores de edad y al cónyuge 
en cuya compañía queden, hasta que todos aquellos alcancen la mayoría de edad», 
advirtiendo en su párrafo tercero de que «extinguido el uso previsto en el párrafo prime-
ro, las necesidades de vivienda de los que carezcan de independencia económica se 
atenderán según lo previsto en el Título vi de este Libro, relativo a los alimentos entre 
parientes».

Es por ello que considera el Tribunal Constitucional que no puede apreciarse irra-
zonabilidad alguna en las resoluciones judiciales por haber tenido en consideración 
la capacidad económica de ambos progenitores y el valor de sus respectivos patri-
monios, pues los datos que arrojan indefectiblemente reflejan que la demandante de 
amparo está en una situación más ventajosa respecto del señor Hugo, siendo, por 
lo demás, sus ingresos profesionales notablemente superiores a los de aquel. Por el 
contrario, don Hugo vive con su familia en una vivienda de alquiler, sin tener más pro-
piedades y percibiendo unos ingresos menores derivados de su actividad empresarial.

Insiste el Tribunal en que los hijos a los que se refiere el art. 96.1 CC para la atri-
bución del uso de la vivienda familiar son los que sean comunes y menores de edad. 
En caso de tratarse de hijos mayores, la regla a aplicar debe ser la del párrafo 3 del 
art. 96 CC, que permite adjudicársela si las circunstancias lo aconsejan y su interés 
fuera el más necesitado de protección. No le asiste la razón al Ministerio Fiscal cuando 
afirma que tal interpretación judicial es contraria al mandato de protección de los hijos 
contenido en el art. 39 Ce, pues ninguna relación tiene esta norma de adjudicación del 
uso de la vivienda familiar con la prestación alimenticia a favor de los hijos mayores 
contemplada en los arts. 142 y ss. CC relativos al derecho de alimentos entre parientes, 
que incluye la necesidad de habitación.

La prestación alimenticia y de habitación a favor del hijo mayor, tenga la edad que 
tenga, está desvinculada del derecho a continuar usando la vivienda familiar, pues sus 
necesidades básicas se satisfacen mediante el derecho de alimentos entre parientes. 
Esta misma interpretación es la que ha venido realizando la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo en todas aquellas ocasiones en las que se le ha planteado este supuesto.

No considera, pues, el Tribunal que los hijos mayores hayan sido abandonados 
por el ordenamiento jurídico, que articula su mejor protección a través de las normas 
relativas al deber de alimentos entre parientes (arts. 142 y ss. CC) y que incluye lo in-
dispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia médica, por lo que no 
puede afirmarse que se encuentren en una situación de vulnerabilidad injustificable, ni 
es razón suficiente para seguir adjudicándoles el uso de la vivienda familiar, cuando tal 
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necesidad de habitación está cubierta con su derecho de alimentos ex art. 142 CC o 
cuando, como en el supuesto enjuiciado, en uso de su libertad han decidido vivir con 
un progenitor en vez de con otro, pues el art. 96.1 CC, como expresa la sentencia de 
apelación impugnada, otorga la prioridad a uno de los cónyuges en tanto sea custodio 
de los hijos menores, pero cuando tal responsabilidad cesa, no existe razón de peso 
para mantener esta regla, cuando las necesidades de los hijos quedan cubiertas, que 
es lo que ocurre en el presente caso. Es por ello que concluye la sentencia comentada 
afirmando que la respuesta judicial a la adjudicación de la vivienda familiar una vez 
alcanzada la mayoría de edad de las hijas comunes no puede tacharse ni de arbitraria 
ni de irrazonable, sino que ha sido fruto de la ponderación de los intereses de relevan-
cia constitucional en juego, valorando todas las circunstancias concurrentes sobre la 
afectación de los derechos que la decisión judicial comporta.
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